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2.3.2. Niños, niñas y adolescentes extranjeros no acompañados

Durante el año 2017 se registraron 3.306 nuevos ingresos de menores migrantes 
no acompañados en el Sistema de Protección de Menores de Andalucía, el 97,0% 
eran niños o chicos y el 3,0% niñas o chicas. El 70,7% eran de Marruecos, el 7,7% 
de Guinea y el 6,6% de Costa de Marfil y el 5,3% de Argelia. A lo largo de dicho 
año se dieron de baja 2.870 personas extranjeras no acompañadas.

A 31 de diciembre de 2017 se encontraban en el Sistema de Protección de Menores 
de Andalucía 1.309 menores de 18 años extranjeros no acompañados, el 86,5% eran 
niños o chicos y el 13,5% niñas o chicas. El 20,1% de estas personas eran menores de 15 
años, el 28,6% tenía 15 o 16 años, el 33,5% tenía 17 años y el 17,1% tenía 18 o más años. 

El 56,8% de los niños, niñas y adolescentes migrantes no acompañados acogidos 
a 31 de diciembre de 2017 eran de Marruecos, el 7,3% de Guinea, el 6,0% de 
Costa de Marfil y el 3,7% de Argelia.

En 2017, un 96,4% de estos niños, niñas y adolescentes migrantes no acompañados 
en el Sistema de Protección de Menores se encontraba en acogimiento residencial 
y un 3,6% en acogimiento familiar.

3. ACTUACIONES DE LA DEFENSORÍA: QUEJAS Y CONSULTAS

3.1. Quejas

3.1.2. Temática de las quejas

3.1.2.2. Derecho a la educación
...

b) Escolarización del alumnado

...

Respecto de la escolarización de menores en situación de acogimiento 
familiar o preadopción, desde 2014 manifestábamos la necesidad de otorgar un 
tratamiento especial a este tipo de alumnos, posibilitando para su escolarización 
la ampliación de ratio en aquellos centros escolares cercanos a los domicilios de 
las familias acogedoras, preadoptivas o adoptivas, o en aquellos en los que ya 
había matriculados otros hijos o hijas de estas mismas familias.

Nuestra propuesta quedó recogida en la Ley 26/2015, de 22 de julio, de modificación 
del sistema de protección a la infancia y adolescencia, que debería quedar reflejada 
en la normativa de los procedimientos de escolarización en Andalucía.
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Así ha acontecido con el Decreto 9/2017, de 31 de enero, estableciendo que en 
caso de solicitudes de admisión en el periodo extraordinario de escolarización de 
alumnos y alumnas que se encuentren bajo la tutela o guarda de la Entidad Pública 
competente en materia de protección de menores o que procedan de adopción, 
tendrán prioridad en la admisión en el centro donde estén escolarizados los hijos 
e hijas de las personas guardadoras o de las familias adoptivas, si los hubiera, o, 
cuando no los haya, en el que corresponda al domicilio o al lugar de trabajo de 
alguno de sus padres, madres, tutores o guardadores y, en el caso de los centros 
docentes privados concertados, en las etapas sostenidas con fondos públicos.

Con enorme satisfacción acogemos esta norma porque supone un plus de 
protección a un colectivo de menores especialmente vulnerables.

...

3.1.2.6. Derecho a la protección

3.1.2.6.1. Protección de menores en situación especial vulnerabilidad
...

d) Menores posibles víctima de trata de seres humanos

...

Con independencia de estas peculiares circunstancias, las ONG,s denuncian 
presuntas disfunciones en el Sistema de Protección. Se alega la negativa 
de la Entidad Pública a recibir a menores y tramitar su ingreso en un centro de 
protección cuando esta gestión se solicita los viernes por la tarde y los fines 
de semana. Se denuncia un desconocimiento de la figura del asilo dentro de 
los propios Servicios de Protección de menores, los cuales en ocasiones han 
sugerido la no necesidad de renovación del documento provisional de solicitante 
de asilo del interesado, al haber ingresado ya en el sistema de protección de 
menores, lo que produciría un grave perjuicio para la marcha de su expediente 
de protección internacional. También se cuestiona la celeridad adoptada por la 
Entidad Pública cuando se se solicita alguna intervención urgente para evitar 
que el presunto menor abandone el dispositivo de ayuda humanitaria.

Se trata de un problema ciertamente complejo que requiere de una exquisita 
colaboración entre todos los agentes que intervienen en el mismo, esto es, 
organizaciones no gubernamentales, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado, Fiscalía y Entidad Pública. 

Y su solución no es fácil teniendo en cuenta la multitud de factores que intervienen 
en esta realidad y la especial vulnerabilidad de estos chicos ya que a su condición 
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de menores de edad, se les une la no presencia de persona adulta que los proteja 
y, además, su posible condición de víctimas de trata.

Conocemos que en la provincia de Sevilla existe una 
comisión técnica convocada por la Fiscalía de menores 
en aplicación del Protocolo marco de protección de las 
víctimas de trata de seres humanos de 5 de junio de 
2012, donde se han debatido las líneas básicas de la 
intervención policial. Se ha reflexionado sobre la escasa 
permanencia de las víctimas en los centros de acogida 
lo que dificulta o imposibilita la atención y tratamiento. 
Se han aclarado los extremos relativos a las funciones 
de cada operador. También la comisión ha cursado 
invitación a la Entidad Pública para subrayar la alerta 
sobre la existencia de víctimas menores y sensibilizar y 
orientar en la detección a los profesionales de posibles 
situaciones de riesgo.

Seguiremos trabajando para mejorar la protección de estas personas, y atentos a 
los resultados de los trabajos de la mencionada comisión técnica (queja 17/4227).

Un menor o una menor deberá ser declarado en desamparo cuando 
pueda ser identificado como víctima de trata de seres humanos y haya un 
conflicto de intereses con sus padres, tutores y guardadores.

En estos supuestos la Ley de protección jurídica del menor obliga a la Entidad 
Pública a asumir la tutela o guarda del menor y a elaborar un plan individualizado 
de protección que establecerá los objetivos, la previsión y el plazo de las medidas 
de intervención a adoptar con su familia de origen.

La especial tutela que merecen los menores que se encuentran en esta situación 
de vulnerabilidad no se ofreció en el asunto que relatamos seguidamente.

La Entidad Pública acordó declarar en desamparo a dos menores de edad para 
preservar sus derechos frente la pretensión de sus familiares -inmigrantes 
procedentes de Rumanía- que habrían concertado sendos matrimonios forzados 
en contra de su voluntad. Un juzgado de lo penal instruía diligencias contra los 
padres por posible delito de trata de seres humanos, coacciones y amenazas.

Tras acordar su ingreso en un centro de protección, las menores se fugaron sin 
que haya sido posible su localización.

Ante estas adversidades la Entidad Pública debe prestar un plus de protección 
de las menores frente a sus familias y una de las medias principales ante estas 
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peculiares circunstancias es buscar un centro de protección para las menores 
alejados del domicilio de residencia de su familia y su entorno social conocido.

Sin embargo, el alejamiento no se realizó en el presente supuesto ya que la 
Entidad Pública se limitó a internar a las menores en un centro ordinario sin 
especiales cautelas en cuanto a sus salidas del mismo, e incluso sin acordar su 
traslado o intensificación de las medidas de protección una vez que se conoce 
que la familia -de quien se las protegía- había localizado a las menores en 
el centro. Es más, se llegó incluso a autorizar contactos de la familia con las 
menores como si no existiera riesgo para su integridad personal.

Consideramos que en estos casos debió contemplarse las especiales circunstancias 
que concurrían en las menores, por su condición de extranjeras, enfrentadas a su 
familia y entorno socio-cultural, y en riesgo de tener que someterse en contra de 
su voluntad a relaciones no consentidas con terceras personas, por eso hemos 
recomendado al Ente Público que ante situaciones similares se adopten las medidas 
cautelares para preservar los derechos y seguridad de los menores, en especial 
para evitar su localización por el entorno familiar o social del que se las pretende 
proteger.

La recomendación ha sido aceptada (queja 16/6237).

...

3.1.2.6.2. Protección a menores en situación de desamparo

a) Declaración de desamparo. Tutela y guarda administrativa

En este ámbito son numerosas las quejas de madres y padres cuyos hijos 
han sido declarados en desamparo y que se sienten impotentes ante lo 
que consideran una injusta actuación de los poderes públicos. En muchas 
ocasiones las medidas de protección son confirmadas mediante resoluciones 
judiciales en primera instancia y posteriormente en 
apelación, encontrándose por tanto suficientemente 
justificadas y siendo proporcionadas al fin pretendido 
que no es otro que garantizar el bienestar e interés 
superior de los menores.

Destacamos algunos ejemplos. Así, en la queja 
17/2886, la interesada discrepaba de la decisión del 
juzgado que confirmaba las medidas de protección 
que había adoptado la Junta de Andalucía respecto 
de sus hijos, indicando que no existen motivos para 
retirar su custodia y que las menores permanezcan 
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ingresadas en un centro de protección. También en la queja 17/6612 una madre 
se mostraba disconforme con las medidas de protección que había acordado la 
Junta de Andalucía respecto de sus cuatro hijos, por lo que tuvo que presentar 
una demanda de oposición a tales medidas ante el juzgado de familia, la cual 
finalmente fue desestimada, confirmando las actuaciones realizadas por el 
Ente Público. De igual modo, en la queja 17/4102, unos abuelos discrepan de la 
decisión acordada por la comisión provincial de medidas de protección de Sevilla 
que acordaba el cese del acogimiento familiar sobre su nieto, pasando éste a 
residir en un centro residencial de protección de menores. Nos decían que dicha 
decisión era arbitraria ya que carecía de fundamento que la motivase, tal como 
exponía su abogado en la demanda que presento ante el juzgado, la cual tenían 
la esperanza de que prosperase.

En ocasiones, tras el trámite de la queja podemos comprobar el acomodo a las 
previsiones legales y reglamentarias de las actuaciones realizadas por el Ente 
Público, que no son siempre comprendidas y compartidas por las personas que 
se ven concernidas. Así en la queja 17/4918, la madre de una adolescente, de 15 
años de edad, relata una discusión doméstica y como a continuación su hija se 
marchó de casa. Al día siguiente pudo saber que se encontraba ingresada en un 
centro de protección de menores, hecho con el que se mostraba disconforme 
ya que consideraba que no existía motivo para que permaneciera ingresada allí, 
debiendo regresar al domicilio familiar. 

La realidad de los hechos difería de lo expresado por la madre y hubimos de 
concluir asumiendo como razonable la actuación del Ente Público. 

También en la queja 17/4723, la madre de unos menores declarados en 
desamparo se dirige a nosotros con la pretensión de recuperar su guarda y 
custodia. Nos decía que sus hijos fueron declarados en desamparo en respuesta 
a sus problemas de toxicomanía; y que por dicho motivo acudió al centro 
provincial de drogodependencias, donde recibió tratamiento durante año y 
medio en una comunidad terapéutica, obteniendo en estos momentos el alta 
terapeútica y encontrándose en proceso de reinserción social y laboral con la 
ayuda de las instituciones públicas.

A pesar de comprender las reticencias y cautelas del Ente Público, consideraba 
que éste no había valorado con acierto la transcendencia del cambio 
experimentado en su situación personal, social y familiar; y que lo procedente 
sería que recuperara su guarda y custodia.

La intervención del Ente Público también se produce en casos de madres 
víctimas de violencia de género, primando el interés superior del menor incluso 
en estas lamentables circunstancias. Es por ello que las decisiones no son siempre 



1111

 4.Menores en el Sistema de Protección
DEFENSOR DEL MENOR DE ANDALUCÍA
INFORME ANUAL 2017

DESGLOSE POR MATERIAS

comprendidas y que por dicho motivo se llega 
incluso a presentar queja ante el Defensor. Ejemplo 
de ello es la queja 17/2195 en la que la abuela de 
cuatro menores discrepaba de la decisión del Ente 
Público de declararlos en situación de desamparo, 
asumiendo su tutela conforme a la Ley. Nos decía 
que su hija, madre de los menores, fue víctima 
de violencia de género por parte del padre, y que 
a consecuencia de dicha situación protagonizó 
una tentativa de autolisis, la cual determinó la 
intervención de la Policía Local y a continuación 
del Ente Público de Protección de Menores.

La abuela se lamentaba de la victimización secundaria que estaba siendo objeto 
la madre, que además de ser víctima de violencia por parte de su marido, sufría en 
esos momentos la separación de sus hijos, a lo cual se unía lo que calificaba como 
actitud fría y distante de la Administración que sin tener en cuenta la situación 
vivida por su hija le exigía cambios en su situación personal y familiar, que una 
vez cumplidos no llevaban aparejados la inmediata restitución de la custodia de 
los menores, estando éstos además separados de su entorno familiar conocido.

En el informe que recibimos del Ente Público se reseñaba el maltrato a que 
habían estado expuestos los menores de forma continuada durante años, en 
un clima de gran violencia intrafamiliar, materializada en la existencia de malos 
tratos físicos y psíquicos de su progenitor hacia su madre en presencia de sus 
hijos, llegando el mayor a recibir algún golpe al interponerse entre sus padres 
para evitar que su madre fuese agredida.

Los menores presentaban indicadores de daño emocional fruto de esta 
tipología de maltrato al haber estado sometidos a una situación de gran estrés 
(sumisión, miedo y rechazo hacia la figura masculina, déficit a nivel emocional y 
comportamiento agresivo).

Si bien la madre, en el contexto de maltrato machista, 
no había logrado desempeñar su obligado rol de 
figura protectora para sus hijos, permitiendo 
durante años la exposición de éstos a una 
situación de violencia, manteniendo una insana 
relación de pareja, no es menos cierto que antes 
de que se produjese la retirada de los menores por 
intervención de la policía, la madre empieza a dar 
pasos para salir de dicha situación interponiendo 
una denuncia contra su pareja, motivo por el que 
se establece una orden de alejamiento.
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También se acredita un proceso de mejora vital, reflejándose ésto en una mayor 
estabilidad personal, relacional con sus hijos, de hábitos de vida cotidiana, de 
imagen personal y apoyo familiar, por lo que el pronóstico es favorable a que en 
un futuro se pueda producir una reagrupación familiar.

No obstante, en consideración a la cronicidad de la situación de maltrato, 
y ante el reciente comienzo de la terapia psicológica que estaba llevando la 
madre, el Ente Público estimaba que aún era necesaria cierta prudencia y antes 
constatar que se mantenían los cambios logrados con dicha terapia, toda ello 
para garantizar que la incorporación de los menores con su madre se produce 
en las condiciones adecuadas (queja 17/2195).

En ocasiones, es la propia familia extensa la que asume las atenciones y 
cuidado que requiere algún menor, supliendo de este modo la obligación 
que incumbe a sus progenitores. El problema se produce cuando el Ente Público 
no hace más que constatar que el menor está correctamente atendido a pesar de 
que en rigor sus padres no estuviesen cumpliendo con sus obligaciones, lo cual 
no deja de producir ciertas disfunciones tal como se reflejan en la reclamación 
que presentaron los abuelos por línea materna de un adolescente, de 16 años 
de edad, al cual venían cuidando prácticamente desde su nacimiento. Exponían 
en su queja que en octubre de 2014 solicitaron que dicho acogimiento familiar 
que realizaban “de hecho” fuese formalizado y no tuvieron ninguna respuesta 
hasta marzo de 2016, mes en que les fue notificada una resolución por la que se 
procedía al archivo de su solicitud -previa declaración de su caducidad- teniendo 
en consideración para ello el tiempo transcurrido desde que la presentaron y 
el hecho de que el menor hubiera sido condenado por un juzgado de menores 
a cumplir una medida de internamiento de un año de duración, empezando a 
cumplirla en enero de 2016.

Tras informarse en la Delegación y siguiendo las indicaciones que les dieron 
volvieron a solicitar el acogimiento familiar de su nieto, de la cual tampoco 
obtuvieron respuesta.

Con todo lo expuesto se solicitó la emisión de un informe a la Delegación 
Territorial de Igualdad y Políticas Sociales de Sevilla, en el que no se nos aportó 
ninguna información referente a los motivos por los que el menor permaneció 
con sus abuelos, en situación de acogimiento de hecho, prácticamente desde su 
nacimiento, omitiendo toda referencia a posibles antecedentes de intervenciones 
del Ente Público con el menor. 

Contrastaba esta escasez de información con la necesidad de que el Ente 
Público actuase con diligencia y prontitud ante una situación que no dejaba 
de ser anómala y extraña. Por el contrario, el Ente Público, cuya obligación 
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es velar por el supremo interés de los menores, comprobando que la familia 
cumple con sus obligaciones y no compromete la integridad de sus derechos, 
lejos de ejercer esta misión dejó transcurrir más de un año sin realizar ninguna 
valoración de la familia extensa, que de hecho cuidaba del menor, y sin realizar 
tampoco ninguna actuación con sus progenitores que eran quienes conforme 
a la legislación tenían la obligación de velar por sus derechos y tenían intactas 
todas las facultades inherentes al ejercicio de patria potestad, porque ninguna 
autoridad ni administrativa ni judicial se las había suspendido.

Así las cosas, decidimos emitir una resolución recomendando al Ente Público 
que en supuestos como el analizado se actuase con mayor diligencia y eficacia 
en protección de los derechos e interés superior del menor, confiriendo 
estabilidad y protección jurídica a la relación con su familia de acogida, en 
situación provisional de guarda de hecho.

Dicha resolución fue aceptada por la administración, indicando que se arbitrarán 
las medidas necesarias para atender con mayor diligencia y eficacia los casos de 
acogimiento de hecho. (queja 16/2477).

Una vez que un menor es tutelado por la Administración Pública, uno de los 
aspectos que mayor controversia suscita es el relativo a la pretensión 
de la familia biológica, tanto progenitores como familia extensa, de 
que le sea reconocido un régimen de visitas, o que se amplíe el que en 
esos momentos tienen reconocido, el cual usualmente se materializa en 
los lugares habilitados por la Administración para dicha finalidad conocidos 
como espacios facilitadores de las relaciones familiares.

De este modo, en la queja 17/6515 los abuelos de un menor, tutelado por el 
Ente Público e interno en un centro, solicitaban nuestra intervención para 
poder visitarlo con más asiduidad, así como para que se les permitiese 
tenerlo con ellos al menos durante el período de Navidad. En la queja 
17/6023 los familiares de unos menores tutelados por la Administración 
denuncian que el Ente Público no ejecuta con diligencia una resolución 
judicial que les concede el derecho de visitas. También en la queja 17/4101 
la madre de un menor tutelado por el Ente Público se lamenta de la nula 
información que recibe sobre su hijo y reclama que se restablezcan los 
contactos de su familia con el menor. A este respecto, se muestra proclive 
a que se realice un estudio actualizado de su situación y nos indica el 
contrasentido que representa el hecho de que tenga al cuidado a su nieto 
y que no pueda siquiera mantener un contacto con su hijo.

En ocasiones quien demanda tener contactos con el menor tutelado por la 
Administración es una persona que cumple condena en prisión. El hecho de 
cumplir condena no debería llevar aparejado de por sí la limitación automática 

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-mayor-diligencia-en-el-procedimiento-de-acogida-de-menores
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de las visitas y el Ente Público suele ser sensible con esta situación facilitando 
dichos contactos en colaboración con la Administración penitenciaria, todo 
ello salvo que dichas visitas no fueran favorables para el menor, cuyo supremo 
interés ha de presidir las decisiones de quien ejerce su tutela.

Así aconteció con un padre que cumplía condena de privación de libertad. El 
interesado se lamentaba de se hubieran restringido de forma injusta las visitas 
de su hijo, todo ello tras anunciarle la Junta de Andalucía su intención de entregar 
al menor a una familia con fines de adopción.

Tras admitir la queja a trámite pudimos conocer los motivos de dicha decisión 
que guardan relación con las conclusiones extraídas de los informes emitidos 
por la entidad colaboradora que tenía asignado el seguimiento del caso del 
menor. Es así que el personal técnico que realizaba el seguimiento valoraba 
que no era conveniente para el menor continuar con el régimen de relaciones 
personales por la escasa vinculación existente, por realizarse en un contexto 
poco adecuado y por las importantes limitaciones personales y parentales del 
progenitor.

En disconformidad con esta decisión, recibimos un nuevo escrito del interesado 
en el que solicitaba que intercediéramos ante el Ente Público para que le 
permitieran, al menos, tener algún contacto telefónico semanal con su hijo. Nos 
decía que era consciente de que podría no ser beneficioso para su hijo que 
viniera a visitarlo al centro penitenciario. También compartía con el Ente Público 
la valoración que realizaba de su familia, en especial de la madre, manifestando 
que tampoco se encontraba en condiciones de atender al menor. Pero, a pesar 
de lo expuesto, rogaba encarecidamente que se le permitiera mantener algún 
contacto telefónico con su hijo, lo cual creía que no le causaría ningún daño y por 
el contrario sería beneficioso para el niño saber que aún en las circunstancias en 
que se encuentra su padre, se preocupaba por él y no quería perder la relación 
y vinculación afectiva con él.

El Ente Público justificaba su decisión ante los informes de que se disponían que 
concluían señalando que los contactos entre padre e hijo no aportarían nada 
positivo al menor, enfatizando el elevado nivel de minusvalía psíquica que tenía 
reconocido, derivado de un trastorno límite de la personalidad (queja 17/4117).

Debemos destacar también una recomendación a la Delegación Territorial de 
Igualdad, Salud y Políticas Sociales de Jaén para que al momento de constituir 
un acogimiento familiar de urgencia, o en el plazo más breve posible tras la 
formalización de este acogimiento, se establezca un régimen de relaciones con 
la familia biológica, limitando esta relación sólo en aquellos supuestos que estén 
suficientemente motivados y en interés del menor, todo ello aún en la previsión 
de que se pueda constituir una guarda con fines de adopción (queja 17/1536).

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/promovemos-que-en-los-acogimientos-de-urgencia-se-facilite-el-contacto-del-menor-con-los-hermanos
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3.1.2.6.3. Medidas de protección acogimiento familiar, acogimiento 
residencial y adopciones

a) Acogimiento residencial 

El Ente Público de Protección de Menores dispone 
de una red de centros residenciales donde atiende 
las necesidades de aquellos menores sobre los 
que ejerce su tutela y sobre los que no se ha 
considerado favorable ceder su guarda y custodia 
a alguna familia, sea ésta extensa o ajena. Estos 
centros también realizan la función de acogida 
inmediata de algún menor sobre el que se ha 
acordado una medida urgente de protección, 
retirándolo de su familia, y en tanto se valora su 
situación y se decide lo más conveniente para él, 
bien fuere el retorno a su familia, su acogimiento 
familiar o su permanencia en un centro residencial.

La experiencia acumulada durante décadas de protección de menores 
en internamiento residencial hizo evidentes los negativos efectos de la 
institucionalización prolongada de menores en tales centros residenciales, mucho 
más si tal como ocurría años atrás se trataba de grandes complejos residenciales 
en que la atención no llegaba a ser individualizada, afectando a las relaciones 
interpersonales y al desarrollo emocional de los menores. 

Esta consideración negativa de los centros residenciales tuvo traslación a 
la legislación positiva, quedando establecido el principio de primacía de la 
medida de acogimiento familiar sobre el residencial; y ello al tiempo que se 
regularon unos requisitos materiales y funcionales muy focalizados en la 
atención personalizada que requiere cada menor, procurando que su clima de 
convivencia y atenciones se asemejen lo más posible a un hogar familiar.

Es por ello que el Ente Público ha de esforzarse 
por que los centros residenciales presten una 
atención de calidad, cercana y sensible a las 
necesidades específicas de cada menor, lo cual 
contrasta en ocasiones con el negativo clima de 
convivencia que se vive de forma cotidiana en 
algunos centros, normalmente motivado por 
la concentración de un elevado número de 
menores, en edad adolescente, con un perfil 
conflictivo de conducta.
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Así intervenimos en un asunto que ya nos fue planteado el ejercicio anterior con 
relación al centro “Carmen de Michelena” de Jaén capital. El interesado nos decía 
que en dicho centro residencial de protección de menores se venían produciendo 
determinados incidentes y altercados que provocaban molestias a la vecindad, ello 
además de reflejar un aparente descontrol y desgobierno del centro.

Sobre esta situación, la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas 
Sociales de Jaén nos informó de las gestiones realizadas con la Dirección General 
de Infancia y Familias para el traslado de aquellos menores que lo necesitaban a 
centros específicos de trastornos de conducta. A lo expuesto también se añadía la 
dotación del centro de un servicio de seguridad para evitar y contener situaciones 
de conflicto. También se adoptaron medidas para la reparación y la reposición de los 
enseres dañados, al tiempo que se procura que el perfil de los menores sea idóneo 
para su estancia en un centro residencial básico, ello sin perjuicio de que ingresen 
algunos menores por el programa de acogida inmediata que permanecen en el 
mismo el tiempo necesario para realizar el estudio de su situación sociofamiliar y 
se decide la medida de protección más conveniente para ellos. 

Se refería por tanto una mejoría en el clima de convivencia en el centro y la 
conflictividad descrita en la queja, por lo cual dimos por concluida nuestra 
intervención. No obstante lo anterior, en el mes de octubre de 2017 recibimos 
nuevas denuncias relativas a dicho centro que ponían énfasis en que la situación 
de inseguridad, desgobierno y molestias a la vecindad no habían variado, sin que 
se hubiera producido la mejora que anunciaba la Administración (queja 17/5603).

En otras ocasiones, las quejas ponen en evidencia carencias en los medios 
materiales personales de que disponen los centros. Así, en la queja 17/4130 se 
alude al mal estado de conservación y funcionamiento del centro de protección 
“Miguel de Mañara”, de Sevilla, precisando que el personal es insuficiente y su 
cualificación profesional no adecuada, produciéndose además una elevada y 
constante rotación del personal.

Esta situación del personal influye negativamente en las metodologías de trabajo, sin 
un seguimiento y planificación adecuadas, que se hacen especialmente evidentes 
para solventar los problemas de convivencia derivados de conductas conflictivas.

También se relata que el mobiliario y las instalaciones del centro son inadecuadas, 
al ser reconvertido un anterior centro para personas con discapacidad para la 
atención a menores.

Otro problema que suscitan las quejas relativas a los centros residenciales 
de protección de menores deriva precisamente de su concepción como 
hogares abiertos, similares a un hogar familiar, en los que los profesionales 
que atienden y cuidan de los menores ven limitadas sus posibilidades de 
controlar las fugas o abandonos voluntarios de éstos.
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Es por ello que solemos recibir quejas de familiares que se lamentan de la ineficiente 
intervención del Ente Público para localizar al menor tutelado y reintegrarlo al 
centro (queja 17/5965) llegando a casos paradógicos como aquel en que el menor, 
en edad adolescente, repite constantes fugas de los centros en que es internado 
para regresar junto con su madre, llegando al punto de tener esta Defensoría 
que intervenir para que se procediera a la escolarización del menor en un colegio 
cercano al domicilio de la madre, por mucho que formalmente la tutela del menor 
la ostentara la Administración, y que se hubiera decidido su ingreso en un centro 
residencial (queja 17/5870). 

b) Acogimiento familiar

Una vez que la Administración, en ejercicio de sus atribuciones como Ente Público 
de Protección, asume la tutela de un menor ha de orientar sus actuaciones a 
que éste sea acogido por su familia extensa. De no ser ésto posible, por una 
familia ajena, y en última instancia, de fallar estas opciones, se optaría por su 
internamiento en un centro residencial. A lo expuesto se une la obligatoriedad 
de la medida de acogimiento familiar para menores de tres años, todo ello 
conforme a la modificación que introdujo la Ley 26/2015, también de 28 de julio, 
de modificación del sistema de protección a la infancia y la adolescencia

Y no siempre resulta fácil hacer efectivos estos principios de intervención. Es 
frecuente la oposición de la familia a tales decisiones, dándose también 
el caso de disputas entre distintas ramas familiares por el acogimiento de 
un menor. 

En estos casos, el Ente Público ha de cumplir escrupulosamente con las 
garantías que marca el procedimiento administrativo en que se sustenta la 
resolución administrativa por la que finalmente se constituye el acogimiento 
familiar, aportando al expediente los informes y resto de documentación que 
sustentan y motivan la decisión final, siempre orientada al interés superior del 
menor (queja 17/5968, queja 17/5482 y queja 17/4096).

Suelen ser frecuentes también las quejas relativas al régimen de visitas que 
se concede a los padres u otros familiares. Con referencia al programa de 
acogimiento familiar de urgencia, con familia ajena que percibe retribución por 
ello tramitamos quejas de sentido dispar, en un caso disconformes porque 
se conceda un régimen de visitas a los padres, considerando dichas visitas 
contraproducentes para el menor (queja 17/0058); y por otro lado también 
recibimos quejas de familias proclives al mantenimiento de contactos con 
el menor que tienen acogido con su familia extensa, invocando los vínculos 
familiares que se han de preservar (queja 17/1536).
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Hemos de aludir también al problema surgido en relación a la Orden de 26 de 
julio de 2017, reguladora de la remuneración de los acogimientos familiares, 
en la que el interesado venía a denunciar un trato peyorativo a la familia extensa 
en favor del acogimiento en familia ajena. Tras el trámite de la queja la Dirección 
General de Infancia y Familias vino a reconocer un error involuntario al omitir 
la prestación económica a la familia extensa acogedora de un menor, en la 
modalidad de temporal, el cual se procedió a subsanar (queja 17/4612).

La Dirección General también aclaró la viabilidad del acogimiento especializado 
en familia extensa, siendo así que, de hecho, se han producido algunos 
acogimientos en familia extensa con dicho carácter.

A lo largo del año 2017 también hemos tramitado quejas relativas a programas 
especiales de acogimiento familiar tales como el relativo a acogimiento de 
menores extranjeros para estudios, o el de acogimiento temporal de menores 
por vacaciones (campos de refugiados saharauis) y de los menores afectados 
por el escape radioactivo de Chernóbil.

Estas quejas suelen ser presentadas por familias excluidas de su participación 
en dicho programa por decisión de la asociación que gestiona y coordina el 
mismo. Normalmente se trata de cuestiones relativas al funcionamiento 
interno de la propia asociación, aunque finalmente tienen incidencia en los 
menores susceptibles de ser acogidos, en especial cuando la familia ha venido 
colaborando durante años e incluso ha venido acogiendo por vacaciones al 
mismo menor (queja 17/3150, queja 17/5321 y queja 17/5587).

c) Adopción nacional e internacional 

Durante 2017 se ha reproducido la tendencia que venimos apuntando los 
últimos años, esto es, se viene consolidando el descenso de adopciones 
internacionales, propiciado este fenómeno por la larga crisis económica que 
hemos soportado y los cada vez mayores requisitos que exigen los países 
de procedencia, esto unido a los elevados costes que implica el proceso de 
adopción. 

En los años álgidos de la crisis económica, China acordó limitar el número 
de adopciones. Los países del continente africano también incrementaron 
sus requisitos, lo cual tuvo un efecto disuasorio en muchas familias. Efecto 
disuasoria que también provocan los farragosos trámites burocráticos de 
adopción en países sudamericanos, o el deterioro que sufren muchos menores 
procedentes del sudeste asiático, con necesidades especiales no sólo desde el 
punto de vista de su salud física, sino también psíquica y emocional.
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De igual modo se empieza a observar un 
fenómeno de signo contrario, cual es el 
incremento de adopciones nacionales, 
fundamentalmente referidas a menores con 
necesidades especiales. La adopción es un 
proceso lento y lleno de trámites burocráticos 
que, en muchos casos, acaba desanimando a los 
futuros padres. Sea como fuere, si hasta hace 
unos años las familias que asumían la elevada 
lista de espera para la adopción nacional eran 
aquellas que tenían dificultades para concebir un 
hijo y que no disponían de medios económicos 
para acudir a la adopción internacional, en 
estos momentos su perfil es más diverso, y nos encontramos además de 
aquellas familias con otras que desisten de la adopción internacional, ello 
unido a familias monoparentales, matrimonios homosexuales, y la cada vez 
más frecuente solicitud de familias que de modo altruista deciden adoptar 
un menor, a pesar de que éste tenga necesidades especiales.

Tras el proceso de adopción internacional, las familias se ven obligadas a 
continuar con costosos trámites de seguimiento, con los que no siempre están 
conformes.

Para ilustrar este problema traemos a colación 
la denuncia de una familia adoptante que se 
lamentaba del modo en que habían de cumplir 
con la obligación de remitir al país los informes de 
seguimiento de la adopción de su hijo. Para que 
la entidad colaboradora realizase los informes 
de seguimiento tenían que desplazarse a otra 
provincia, lo que les suponía muchos gastos e 
inconvenientes, circunstancia que no ocurriría si 
dichos seguimientos les fueran realizados en su localidad de residencia, tal como 
venía solicitando de forma expresa y tal como estaba previsto en el protocolo 
de adopciones establecido por China.

La Dirección General de Infancia y Familias argumentaba carecer de 
competencias para modificar las condiciones pactadas en el contrato privado, 
suscrito entre la familia y la entidad colaboradora. Conforme a dicho contrato, 
la familia se comprometió a efectuar los seguimientos postadoptivos de su 
hijo a través de dicha entidad e igualmente asumieron la obligación de abonar 
las tarifas establecidas para ello. A dicho compromiso se unía el que asumió la 
familia ante la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales en 
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Málaga, para remitir los informes de seguimiento establecidos por China, país 
de procedencia del niño. Además, el Ente Público del Servicio de adopción 
internacional mantiene el criterio de que los cuatro primeros seguimientos 
(habitualmente correspondientes a los dos años iniciales de convivencia) se 
realicen en la sede de la entidad colaboradora de manera presencial. A partir 
del quinto seguimiento, la entidad colaboradora podría arbitrar otras fórmulas 
(cuestionarios, entrevistas telefónicas, videoconferencias, etc.) que facilitasen a 
las familias su cumplimiento.

En cualquier caso, de proponerlo las familias, y siempre y cuando se abonasen a 
la entidad colaboradora los gastos de desplazamiento, dietas y horas de trabajo 
de los profesionales encargados de realizar el seguimiento postadoptivo, se 
podría acordar con dicha entidad que fuese su personal el que se desplazase 
hasta el domicilio de residencia del menor y no al revés. Esta opción es 
valorada por el Ente Público como técnicamente adecuada y fiable para la 
obtención de información durante la exploración del menor, ello sin dejar de 
lado el inconveniente que supondría el posible incremento del coste de los 
seguimientos.

En respuesta a esta información la familia argumentó que el hijo respecto 
del que tienen obligación de aportar informes del seguimiento y evolución de 
su adopción es el tercero que adoptan y que, por tanto, son conocedores del 
proceso y siempre han cumplido con sus obligaciones. No obstante, insiste la 
familia en que por ser muchas las molestias que les ocasionaban los viajes, 
pidieron no tener que desplazarse y que les fueran realizados los informes de 
seguimiento en su misma localidad de residencia.

Recalcan en su escrito de alegaciones que desconocían y que, además, nunca 
se lo habían propuesto, la posibilidad de que los profesionales de la Entidad 
Colaboradora de Adopción Internacional (ECAI) pudieran desplazarse a su 
provincia (asumiendo ellos los gastos). Nos decían que en ningún momento se 
les advirtió de esta posibilidad y tampoco se les informó de las tarifas de estos 
desplazamientos, como hubiera sido menester, tal como ocurre con otros gastos 
sobre los que sí recibieron información previa, y así estaban contemplados en 
las tarifas publicadas.

También se quejaban de que nadie les hubiera informado previamente 
que a partir del cuarto seguimiento -quinto y siguientes- éstos se podrían 
realizar por otros medios, no necesariamente con desplazamientos a la 
ECAI, lo cual les hubiera ahorrado muchos gastos y sobre todo molestias 
para su hijo.
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Refieren que la controversia sobre la viabilidad de los desplazamientos de la ECAI 
a su domicilio para recabar datos con que realizar sus informes de seguimiento 
postadoptivo quedó finalmente resuelta en sede judicial, al haberse visto 
abocados a presentar una demanda en tal sentido, que fue finalmente resuelta 
en sentido favorable a su pretensión.

Por último, mostraban su desacuerdo con los 
gastos que les reclama la entidad colaboradora, 
indicando que al no estar prefijadas por el 
Ente Público las tarifas relativas a gastos de 
desplazamiento, el importe que aplica la ECAI 
es arbitrario y desproporcionado, y que ante su 
petición de que les fuesen aportadas facturas que 
justifiquen tales gastos siempre han encontrado 
obstáculos y reticencias, todo ello sin que en este 
proceso hayan sentido el apoyo de la Junta de 
Andalucía que debía velar por la transparencia y 
objetividad de tales liquidaciones de gastos.

Con estos antecedentes hemos dirigido una sugerencia a la Dirección General 
de Infancia y Familias, valorando para ello que en esos momentos estaba en 
proceso de elaboración una normativa que vendría a actualizar y adaptar la 
normativa autonómica a las modificaciones introducidas por la Ley Orgánica 
8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección a la infancia 
y la adolescencia; y por la Ley 26/2015, también de 28 de julio, de modificación 
del sistema de protección a la infancia y la adolescencia. Por ello sugerimos 
la necesidad de que dicha normativa autonómica incluya las siguientes 
prevenciones relativas a los seguimientos postadoptivos:

a) Debe contemplar la periodicidad, contenido y modo de realizar dicha labor 
de seguimiento, todo ello respetando las obligaciones impuestas por la 
legislación del país de procedencia del menor.

b) Se debe dotar de rango normativo a las buenas prácticas administrativas 
sobre la labor desarrollada históricamente en materia de seguimientos 
postadoptivos, asumiendo la posibilidad de utilizar para ello nuevas 
tecnologías de la comunicación e información, así como evitando 
desplazamientos de la familia siempre que ello fuera posible y aconsejable, 
y respetando en este punto las obligaciones impuestas por la legislación 
del país de procedencia del menor.
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